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Con los organismos públicos de derechos humanos ha pasado lo mismo que con la transición a la democracia, supusimos que la alternancia iba a ser suficiente para que se desgranara el bienestar y la equidad en el país pero nos equivocamos. Lo mismo sucedió con el mito de los organismos públicos y de los Ombudsman que creímos que avanzaríamos con enorme rapidez en la creación de un estado de derecho y también nos equivocamos desafortunadamente. El balance de más de 15 años del establecimiento de la primera Comisión de Derechos Humanos de México es francamente decepcionante, es decir, hay materia para preguntarnos para hacer un balance crítico de lo que está pasando en México porque forma parte de una crisis bastante generalizada de la forma como está funcionando la democracia México y en América Latina. 

En México como sabemos hay 33 Comisiones, una en cada estado y la nacional, y hay docenas de organismos autónomos y especializados que tienen a su cargo la vigilancia de algún derecho especial; estos organismos no son Ombudsman pero tienen a su cargo la vigilancia de los derechos de los adultos mayores o de grupos específicos la población afectada por VIH-Sida, etcétera. En Fundar, el Centro de Análisis que presido actualmente, se estableció un programa de monitoreo de las Comisiones de derechos humanos, y en mi caso yo me metí a trabajar durante la elaboración del Diagnóstico sobre la situación de los Derechos Humanos en México elaborado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas, para analizar lo que pasaba en el terreno de los organismos especializados y en estas investigaciones -tanto en Fundar como en Naciones Unidas- encontramos que 9 comisiones y 9 organismos tuvieron en el 2002 un presupuesto de 2,637 millones de pesos,  una cantidad bastante razonable que lleva a preguntar que está pasando. 

Las investigaciones que seguimos realizando con la colaboración de un buen número de organismos sobre las comisiones de derechos humanos, en el caso del Distrito Federal nos preguntamos qué está sucediendo con la amplísima colaboración de la dependencia porque lo que encontramos sí es preocupante; hay un panorama desigual, me voy a referir a lo más común sin que por ello se infiera que todas las comisiones o todos los organismos se encuentran en esa situación. Lo primero es que no están rindiendo cuentas adecuadamente y por tanto no sabemos qué tan bien están haciendo su trabajo, esto se debe en primer lugar  a que hay una calidad y criterios desiguales en los informes anuales que presentan y que son la base para saber que está haciendo; a su vez no hay una homogeneidad, uno lo entiende en el caso de las comisiones de los gobiernos de los estados o del Gobierno Federal pero es incomprensible en aquellos organismos especializados que dependen del Gobierno Federal y que informan con criterios que cada uno diseña, y no existe un esquema general. 

En segundo lugar es también notable como la mayoría de estos organismos y comisiones enuncian la importancia de hacer investigaciones específicas o especiales, sin embargo, no existe muestra de que se realicen y en el nivel que estamos de comprensión de la situación de los derechos humanos es indispensable una información de mayor calidad para saber exactamente que está pasando en el estado de Oaxaca, Morelos, San Luis Potosí o cualquier estado en atención a la población con enfermedad mental. Esa generación de información es responsabilidad de las Comisiones o de los organismos y simplemente está siendo generada de manera desigual y cuando es producida con criterios muy diferentes, no puede ser comparada e impide llegar a recomendaciones generales. Tampoco existe información adecuada sobre la forma como están manejando el presupuesto, es decir, sí sabemos los grandes rubros pero lo que falta es conocer la relación que existe entre los montos dedicados a la educación en derechos humanos y los resultados que se están teniendo en los programas de educación en derechos humanos porque existe la posibilidad de que suceda como en muchas dependencias públicas que se marca como educación  o capacitación, aunque dichas actividades no tienen absolutamente nada que ver con esa actividad. 

Pero vamos estas evaluaciones que están surgiendo de los estudios que se están haciendo desde Fundar con el universo de organismos defensores de derechos humanos, podrían decir bueno es algo que puede mejorarse. El problema es más grave en relación a la esencia del Ombudsman o de los organismos especializados porque frente a la pregunta no sólo a la mesa sino al auditorio de cuál es el perfil del Ombudsman que el país necesita, es evidente que dependiendo del desarrollo que tenga un país es el tipo de Ombudsman que requiere. No es lo mismo un Ombudsman para un estado conflictivo como Chiapas, que para un estado fronterizo como Tamaulipas ya que los problemas son diferentes. Lo mismo podría decirse de una comparación entre Colombia y México, el perfil del Ombudsman de Colombia será diferente entre Costa Rica, México, Chile. En ese sentido independientemente de estas consideraciones creo que lo que se espera del Ombudsman, es primero que nada una lealtad hacia las víctimas; quien se mete a defender los derechos humanos tiene que estar dispuesto a contradecir a la autoridad y tener la disposición anímica para poner en riesgo su carrera política, y decirle a la autoridad: te estás equivocando, estás violando los derechos de tal o cual persona o tal o cual grupo. 

El ombudsman es el defensor del pueblo, no es el representante de ningún grupo de gobernador o presidente y la verdadera tragedia que estamos viendo en el caso de los organismos públicos de derechos humanos, en buen número, la mayoría desafortunadamente, es que estos organismos han caído presa, han sido coptados, han sido puestos sus titulares y los consejos ciudadanos adosados a estos organismos en la mayoría de los casos, han sido puestos por gobernadores, partidos, congresos que tienen como interés fundamental el poner a alguien cómodo, el tener una personalidad dispuesta a llegar a algún tipo de entendimiento, el buscar personalidades que no irriten, que no llamen la atención sobre los graves problemas, las graves violaciones de derechos humanos que todavía se dan en México. 

Por esta tendencia de la autoridad, y ahí sí han caído desafortunadamente, caen en el mismo patrón con variaciones por estados pero se comportan exactamente igual autoridades del PRD, PRI y PAN, no hay gran diferencia entre la actitud de buscar al Ombudsman cómodo, ya que aquél que se distinga por su independencia, su beligerancia o hasta por el tono de su voz, tiende a ser removido al terminar su primer mandato para ser sustituido por personalidades afines a los grupos que dominan en esa entidad.  El patrón es clarísimo con Guadalupe Morfín en Jalisco, Bernardo Romero en Querétaro, Pedro Raúl González en Chiapas -hostigado en su caso-, Raúl Ramírez en Baja California, porque no existe todavía entre los partidos políticos ni los gobernantes la comprensión de que el Ombudsman tiene que tener un perfil de autonomía y de lealtad hacia la víctima y que eso forzosamente  va a llevar a choques, a fricciones porque es inevitable en un país, en donde el patrón de violaciones a los derechos humanos es preocupante por lo generalizado, lo extendido y lo masivo. 

En México se siguen violando derechos humanos de una manera incorrecta en relación al estadio del desarrollo político y económico que tenemos, trabajadores que no pueden sindicalizarse libremente, enfermos mentales que son ignorados, jornaleros agrícolas que son sometidos a condiciones de esclavitud en los campos agrícolas de mexicanos, no de extranjeros, etcétera. ¿Qué hacer? Yo no tengo una solución. Es evidente que esta situación es bastante clara, de hecho las comisiones de derechos humanos y los organismos públicos, los organismos especializados pueden dividirse entre aquellos que se acercan al perfil de autonomía y aquellos que tienden a buscar un acomodo con el poder. La Federación Mexicana de Organismos Públicos de Protección y Defensa de los Derechos Humanos -no es ningún secreto- está dividida y fracturada porque en el fondo hay una diferencia fundamental sobre el tipo de Ombudsman que los gobernantes y la sociedad quiere. Las comisiones son dependencias e instituciones que ocupan un lugar muy frágil y que todavía viven en un limbo de cultura política autoritaria y democrática desafortunadamente. Es decir, la autoridad no ha incorporado plenamente el imperativo democrático del respeto a la otredad, el respeto a lo diferente; esto no es Bobbio, esto es Hegel aún cuando Bobbio desarrolló esta idea del respeto a la otredad y a la diferencia.

En este sentido contamos con un sistema de comisiones y de organismos especializados profundamente subdesarrollado. Lo que es grave cuando de víctimas se trata, la última instancia en muchas ocasiones son estos organismos, y si estos organismos no responden adecuadamente -como el Instituto Nacional para Adultos Mayores, por ejemplo- no hay nada más, no existe nada más, existen las ONG’s que se ven rebasadas y sin los recursos para responder a una función que corresponde al estado y dentro del estado a las comisiones y a los organismos. 

Termino con un comentario de algo que va a pasar, este año en noviembre se renueva el presidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. Sería un error que nos concentráramos en la discusión, o más bien, que nos concentráramos solamente en la personalidad y en el trabajo que ha hecho el Dr. José Luis Soberanes, actual presidente de la CNDH; sí tenemos que evaluar el trabajo que ha hecho. Pero infinitamente más importante es vigilar la forma como el Senado de la República va a conducir el proceso de elección y evaluación de quien vaya a ser el nuevo presidente de la CNDH. Si nos distraemos con la personalidad, nos vamos a olvidar de que el problema de fondo está en esta cultura política que hasta ahora ha ahogado en el burocratismo y la mediocridad a buen número de estas organizaciones. En Morelos, en mayo se renueva el presidente, y los candados legales que puso el Congreso son indignos de un estado democrático, es decir, como es posible que hayan puesto tantos obstáculos a la opinión ciudadana para la elección del presidente de un organismo que los va a representar. Pero como decía inicialmente y espero no haber incurrido pero seguramente incurrí en algunas generalizaciones injustas, para alguno de estos organismos, es simplemente razones de tiempo, por supuesto podemos discutir detalles, pero con el sistema de protección de derechos humanos nos pasó lo mismo que con la alternancia, era un mito que todavía no se cumple. Gracias.
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